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Durante el mes de julio del año 2022 se presentó un escenario desalentador debido al incremento de las 
actuaciones de grupos armados irregulares y bandas criminales con alto poder de fuego, no solo en las 
entidades que conforman la línea fronteriza, sino en otras regiones del país, demostrando estos eventos 
una vez más la grave vulneración a los derechos humanos de los ciudadanos y demás personas que 
habitan estos territorios, quienes son sometidos a diversas actividades de exacerbada violencia, tales 
como: enfrentamientos por el control de territorio para el desarrollo de actividades ilícitas, extorsiones, 
asesinatos, trata de personas, esclavitud moderna, narcotráfico, contrabando de minerales, 
desapariciones y secuestros.

Estos hechos violentos, con los cuales se vulneran derechos fundamentales, como la vida, la salud, la 
integridad personal, el trabajo, la educación, el disfrute de un ambiente sano y a la prohibición de 
desaparición forzada de personas; fueron documentados en el séptimo mes del año por FundaRedes.

Durante este período los acontecimientos violentos demostraron el poder de grupos criminales 
especialmente en el estado Zulia que cuenta con la presencia de, al menos, 16 bandas organizadas, así 
como en el estado Guárico con la actuación de la poderosa megabanda “Tren del Llano”, e igualmente 
en el estado Táchira donde operan células del “Tren de Aragua”.

Otra entidad, como el estado Apure, presenta también un alto índice de vulneraciones, pues allí las 
organizaciones criminales operan libremente y sin ningún tipo de restricciones por parte de las autoridades. 
A pesar de la presunta desarticulación de los denominados TANCOL, desactivación de artefactos 
explosivos y el despeje de terrenos que servían para la elaboración de sustancias ilícitas, la entidad llanera 
muestra una marcada presencia de agrupaciones generadoras de violencia que cada día buscan 
establecer su dominio a sangre y fuego en esos territorios.

La situación de afectación derivada de la violencia no es menos dramática para las comunidades 
indígenas de los estados Bolívar, Amazonas y Delta Amacuro, las cuales deben convivir con facciones 
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Enfrentamientos por el control de territorio para el desarrollo de actividades ilícitas, extorsiones, asesinatos, trata de personas, 
esclavitud moderna, narcotráfico, contrabando de minerales, desapariciones y secuestros



guerrilleras que se apoderaron de estas entidades desde hace más de 10 años. Los crueles asesinatos, el 
flujo migratorio forzado, las precarias condiciones de salud, los graves casos de desnutrición y el despojo de 
sus tierras ancestrales son algunos de los escenarios que viven los diferentes pueblos originarios del país, y 
los cuales por mandato constitucional deben ser sujetos de un tratamiento privilegiado, no solo en el 
reconocimiento de sus derechos posesorios territoriales, sino además en su protección, pero que 
lamentablemente, han sido dejados de lado en la aplicación de políticas públicas que hagan letra viva, lo 
que la Constitución establece. 

Un importante incremento de hechos criminales fue registrado gracias a la labor de monitoreo realizada en 
los estados Apure, Amazonas, Bolívar, Falcón, Táchira y Zulia durante el mes de julio, lapso en el que 50 
personas perdieron la vida en este corredor fronterizo. El seguimiento constante desarrollado por 
FundaRedes permitió identificar y analizar una serie de situaciones propias de cada una de estas regiones. 

 Otro elemento que incrementa la conformación de un panorama desalentador lo constituye el ecocidio 
perpetrado con los derrames petroleros y las fugas de gas en las costas y lagos venezolanos. El 
Observatorio de Ambiente de FundaRedes presentó dos incidencias ante organismos del Estado por los 
daños y consecuencias que acarrea la contaminación del ambiente, pero a la fecha ninguna ha obtenido 
respuesta.

En igual sentido, la Fundación “Azul Ambientalista” denunció que a diario se pierden hasta 1.000 barriles de 
crudo que son derramados en el Lago de Maracaibo, debido a la falta de inversión, políticas y prácticas 
adecuadas de mantenimiento por parte de la industria petrolera. La grave situación ocasiona una pérdida 
irreparable de animales, plantas, vegetación y daños al ecosistema. 

En otro orden de acontecimientos, los profesionales de la educación vienen visibilizando la destrucción 
paulatina del sistema educativo por parte del Estado venezolano, quienes en los últimos días han salido a 
la calle a exigir sus derechos, como el pago total del bono vacacional entre otros beneficios contractuales. 

SÍNTESIS DESCRIPTIVA
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A diario se pierden hasta 1.000 barriles de crudo que son derramados en el Lago de Maracaibo



Debido a los bajos salarios que perciben los educadores, ante el incumplimiento por el Estado venezolano 
de la convención colectiva, unos toman la decisión de dedicarse a diferentes oficios que les permita 
sobrevivir en Venezuela, mientras otros deciden migrar con la intención de mejorar su calidad de vida.

Todos estos acontecimientos que a diario suceden en las entidades fronterizas entre otras regiones del país, 
demuestran el estado de vulnerabilidad en qué se encuentra la población. A continuación, se presenta 
relación detallada en cada entidad federal de esos eventos y situaciones de vulneración a los derechos 
humanos:  

Además de posicionarse como el tercer estado más violento del país durante el mes de julio, Bolívar es 
una entidad donde la deforestación y la contaminación ambiental por la minería ilegal está afectando a 
importantes ríos como el Icabarú, Paragua y Caroní,  generando daños irreversibles. Del mismo modo, las 
investigaciones realizadas demostraron que la destrucción de 1.200 hectáreas de selva virgen ha puesto 
en riesgo de desaparición a diversas especies. 

BOLÍVAR 
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Al cierre de julio del 2022, en Táchira se registró al municipio Fernández Feo como el del mayor indicador 
de violencia tras la muerte de cinco personas en menos de una semana, hecho que dejó en evidencia la 
fuerte presencia de actores violentos en la zona sur de la entidad andina que continúan ejerciendo su 
poder criminal sometiendo a los pobladores al terror y la muerte. El control por parte de los grupos delictivos 
de los pasos ilegales ubicados entre el estado Táchira y el departamento Norte de Santander, Colombia, 
continúa siendo el motivo principal de la cruel violencia que allí se genera, ya que ese control territorial 
permite el desarrollo de actividades ilícitas que constituyen fuentes de ingresos y la consolidación de un 
canal para el tráfico de numerosos productos, como combustibles, minerales, personas y drogas.

TÁCHIRA

las investigaciones realizadas demostraron que la destrucción de 1.200 hectáreas de selva virgen ha puesto en riesgo de 
desaparición a diversas especies



La situación de violencia y criminalidad en el estado Zulia continúa en considerable expansión, siendo los 
delitos de extorsión, secuestro y homicidio los de mayor incidencia, posicionándola como la entidad más 
violenta del país. La Cañada de Urdaneta, Miranda, Santa Rita y Maracaibo son los municipios que 
reflejan los más altos índices de criminalidad.

Otra preocupación de los habitantes del estado Zulia la constituye los daños irreparables a la 
biodiversidad y equilibrio del ambiente ocasionados por lo derrames petroleros y la falta de atención de 
la estatal Pdvsa para atenderlos. A esto se le añade la grave contaminación de desechos plásticos que 
se encuentran en el  Lago de Maracaibo, situación que ha sido elevada a instancias nacionales  y 
alertada  por las organizaciones ambientalistas que han manifestado la grave crisis en el mayor lago de 
agua dulce de América Latina. 

La labor de monitoreo y seguimiento realizada por FundaRedes en los estados fronterizos y en entidades 
aledañas como Sucre, Anzoátegui, Guárico, Nueva Esparta, Delta Amacuro y Mérida confirma la 
condición de indefensión en que se encuentra la población ante la inacción del Estado frente a la 
constante transgresión a sus derechos fundamentales. La emergencia humanitaria compleja y la 
vulnerabilidad económica existente en Venezuela, facilitan que organizaciones criminales puedan 
engañar y captar posibles víctimas a sus filas. 

El estado Bolívar abarca una superficie de 242.801 km2, lo que representa el 26,49% del total del territorio 
nacional, pero desde que los grupos armados irregulares penetraron este basto y rico territorio, los 
homicidios, las desapariciones y sobre todo la esclavitud moderna se convirtieron en la cotidianidad de 
sus diversos pobladores, pero particularmente de la población indígena, que viene perdiendo la 
autonomía que constitucionalmente le corresponde.
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Durante el séptimo mes del año en el estado Falcón las autoridades destruyeron pistas de aterrizaje 
utilizadas para el narcotráfico, pero sin precisar cantidad ni lugar de los hechos, lo que por una parte 
confirma las denuncias que hemos venido realizando sobre la presencia en la zona de organizaciones 
dedicadas a traficar sustancias ilícitas, las cuales aprovechan la ubicación geográfica de la entidad 
costera para trasportar por vía marítima o aérea, mercancías ilegales. 

FALCÓN

En el mes de julio FundaRedes registró como la Fuerza Armada Nacional destruyó presuntamente más de 
14 artefactos explosivos y derrumbó algunas narcoavionetas, con lo que se continúa demostrando que en 
la entidad llanera desde hace varios años se mantiene la presencia de actores criminales que han 
actuado sin restricción alguna y bajo la mirada complaciente de las autoridades, a pesar de las 
publicitadas acciones recientes que pretenden demostrar una supuesta desarticulación de sus espacios 
de operaciones. La afectación que pudiera efectuarse con las acciones de las fuerzas del orden del 
Estado venezolano contra estos grupos armados irregulares no evita que la región apureña siga siendo 
utilizada como puente para el narcotráfico. Los habitantes del estado Apure aún se encuentran 
sumergidos en un ambiente de terror y de constantes desplazamientos ante el riesgo de ser víctimas de 
daño colateral en las situaciones de enfrentamientos armados que con relativa frecuencia ocurren . 

APURE

ZULIA

ANÁLISIS ESTRATÉGICO



La invasión a fincas y unidades de producción sumado a la presencia de grupos armados irregulares en las 
zonas agrícolas han causado la incertidumbre y el miedo de productores agropecuarios especialmente en 
los estados Zulia y Guárico, donde los homicidios perpetrados por las bandas delincuenciales tienen como 
móvil la extorsión, pues las víctimas al no acceder a las pretensiones de los grupos criminales terminan 
siendo asesinadas. 

Por otra parte, el Arco Minero del Orinoco no es solo un territorio afectado por el ecocidio, sino que 
también es un escenario donde se comenten cruentos asesinatos y disputas por el control de los 
aproximadamente 2.000 focos mineros. Muerte, pobreza y destrucción de sus tierras es el acontecer diario 
que sufren las poblaciones indígenas, quienes padecen la tragedia de ver que esos territorios  están bajo 
el control del ELN, disidencias de la Farc y bandas criminales que operan bajo el rótulo de “sindicatos”.

El estado Amazonas sufre la destrucción de sus parques nacionales, pues los grupos armados irregulares 
han deforestado gran cantidad hectáreas para “limpiar” el terreno y establecer pistas clandestinas 
utilizadas para el contrabando de minerales, narcotráfico y otras actividades ilícitas. Además sus 
pobladores son víctimas de acciones criminales que llegan incluso a sesgar sus vidas, especialmente de 
líderes de las etnias indígenas.  

El estado Delta Amacuro figura como una región donde han proliferado las redes de trata y tráfico de 
personas ante la desesperación y angustia que sus habitantes padecen por la situación venezolana y la 
profunda emergencia humanitaria compleja que ha llevado a muchos deltanos a migrar en precarias 
condiciones de tráfico marítimo, pero animados por su proximidad a las islas de Trinidad y Tobago y los 
atractivos que les ofrecen la ilusión de conseguir ingresos en monedas fuertes.

El escenario crítico que se presenta a la población venezolana se ha visto agravado porque el Estado 
continúa desmantelando las instituciones democráticas e imponiendo elementos de control social, 
aunado a la destrucción de la economía de escala, generadora de empleo y seguridad social, y también 
la destrucción de la educación en Venezuela. El cercenamiento de la democracia se acrecienta 
mediante detenciones y amenazas a líderes y activistas sociales, con lo cual pretenden silenciar la voz de 
miles de venezolanos que esperan sean respetadas sus garantías así como los derechos que por ley les 
corresponden. 
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Redes de trata y tráfico de personas ante la desesperación y angustia que sus habitantes padecen por la situación venezolana 


